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P R E S E N T E:


Los suscritos diputados Miguel Ángel León Corrales, Juan Carlos de la Torre González y Samuel Romero Valle integrantes de la Quincuagésima Quinta Legislatura, en uso de las atribuciones que nos confieren los artículos 28, fracción I, de la Constitución Política y 31, fracción VI, 87 y 94 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, ambos ordenamientos del Estado de Jalisco, eleva a la consideración de esta H. Asamblea Legislativa la siguiente iniciativa de decreto que reforma el artículo 35 de la Constitución Política de Jalisco, en las fracciones IV, XXV y XXXI de dicho numeral, con la finalidad de incluir en las mismas, las propuestas recibidas por los jaliscienses en y respecto a la entidad de fiscalización superior del Estado, para lo cual nos permito formular los siguientes:

A N T E C E D E N T E S


I.-  FOROS  DE  CONSULTA


Jalisco, ha demostrado siempre ser un estado donde el derecho y la justicia son aspectos de primordial importancia para los órganos de gobierno. Ha sido una entidad de vanguardia en muchísimas ramas, pero especialmente en el ámbito jurídico. El orgullo de jaliscienses nos impulsa a mejorar constantemente, en esta materia.

Quiso la fortuna que en el mes de junio de 1998 y a escasos días de que se conmemorara el 175 aniversario de la vocación federalista, de un pueblo que, al decir del insigne Prisciliano Sánchez, se precia de haber sido el primero en proclamar el sistema federal como medio infalible de conseguir su verdadera libertad y que por ende, promete al decir de tan ilustre personaje, muy seguras esperanzas de su prosperidad futura, mediante el respeto a la división de poderes, que a iniciativa de los integrantes de la Comisión de Inspección y de la Contaduría Mayor de Hacienda, ambos del Congreso Local, se expidiera la convocatoria correspondiente para la realización de los foros de consulta denominados “La Reforma del Órgano de Fiscalización Superior de Jalisco”, por estimar que existía la imperiosa necesidad de avanzar en la reforma de gobierno, a fin de que la función pública se ejerza con absoluta transparencia.

Se ha dicho y se ha dicho bien, que el control de un poder por otro, constituye un principio democrático fundamental y un elemento esencial de todo estado de derecho. La agenda política de estos tiempos debe estar sustentada en un amplio consenso social, que a la vez que confirme el principio de la división y equilibrio de poderes, también se asegure a la sociedad que ningún poder pueda traspasar sus límites en detrimento de otro.

En respuesta al reclamo sentido de la propia sociedad y para dar continuidad al fortalecimiento del estado de derecho. Se debe asumir la iniciativa propuesta por un amplio sector de la población para emprender una reforma integral al órgano de fiscalización, que le permita contar con instrumentos más efectivos de fiscalización del uso honesto y eficiente de los recursos que la ciudadanía aporta al gobierno, así como un oportuno y claro rendimiento de cuentas por parte de los servidores públicos. 

Es por ello que los cuatro foros realizados durante dicho año, tanto en la capital del estado (con sedes en el propio edificio del Congreso y en Instituto Cultural Cabañas), como en las ciudades de Lagos de Moreno y Ciudad Guzmán, en los que se receptaron cerca de 123 ponencias presentadas por Colegios y Asociaciones de Profesionistas, servidores públicos, notarios públicos, académicos, investigadores, organizaciones sociales y políticas y miembros de la sociedad en general, con una asistencia de 525 personas, para lo cual se editaron 100 carteles, se elaboraron 2,000 trípticos, se entregaron mas de 600 invitaciones con la finalidad de hacer del conocimiento público los 17 temas que comprendió dicha consulta, obteniéndose en forma detallada las siguientes participaciones: 
	No.
	Tema
	Ponencias

	1.
	Marco Jurídico del Órgano Superior de Fiscalización de Jalisco
	20

	2.
	Características del Órgano de Fiscalización Superior, la Autonomía Presupuestaria y de Gestión
	24

	3.
	El Congreso del Estado y su relación con el Órgano de Fiscalización.
	6

	4.
	Atribuciones de la Contaduría Mayor de Hacienda.
	9

	5.
	Perfil que debe de reunir el Titular de la Contaduría Mayor y el Procedimiento para su Designación.
	11

	6.
	Recursos Financieros, Técnicos y Materiales.
	3

	7.
	De las Cuentas Públicas
	13

	8.
	De la Contabilidad y Archivo Gubernamental.
	6

	9.
	De los Finiquitos
	6

	10.
	De los medios de Impugnación
	2

	11.
	De las Responsabilidades
	3

	12.
	De las Prescripciones
	3

	13.
	De la Participación Social
	7

	14.
	De la Informática al servicio de la Fiscalización.
	7

	15.
	De la Descentralización del Órgano de Fiscalización
	1

	16.
	De las Perspectivas sobre la contratación de Despachos privados para practicar auditorias externas.
	5

	17
	Coordinación del Órgano Superior de Fiscalización con los Órganos de Control Interno Gubernamentales, los Auditores externos y los Tesoreros de los Ayuntamientos.
	Ninguna



Los expresados foros, tuvieron como propósito medular impulsar la participación de los jaliscienses, con la finalidad de que se lleve a cabo una reforma integral al órgano de control externo de la gestión pública, que responda cabalmente a una sociedad que existe un rendimiento claro y puntual de cuentas, y se inscriba dentro de los avances y transformaciones que hoy en día experimentan los órganos de fiscalización superior en toda la nación mexicana.

II.- EVOLUCION  HISTORICA

Se afirma y con toda razón que la fortaleza de un pueblo se cimienta en el mantenimiento vivo de su historia, porque de ella nutre sus raíces, define su identidad y reafirma sus valores.

Los Jaliscienses somos poseedores del legitimo orgullo de haber contado entre nuestros antepasados, con hombres nobles e idealistas que nos dieron nuestras constituciones políticas de 1824, 1857 y la vigente de 1917. En este sentido aprendemos hoy, de las experiencias, hechos que nos legaron nuestros antepasados y orgullosos de ellas, las valoramos y aplicamos en nuestra vida 

cotidiana, para enfrentar nuestros retos y circunstancias actuales. 


La Contaduría Mayor de Hacienda de Jalisco, ha recorrido un largo camino, a través del cual, debió adoptar diversas denominaciones que cada gobernante consideró en su tiempo, como la más adecuada a sus funciones y a las condiciones sociopolítico imperantes. 

Así tenemos que, al surgir nuestro estado a la vida independiente, a partir de la Constitución Política Local expedida en 1824, ya se contemplaba como una atribución del Congreso, el examen y aprobación de las cuentas públicas, para lo cual se establecía que los 5 integrantes del senado local, existente en esa época, en Jalisco, tuvieran entre otras facultades, la de proponer una terna con la finalidad de designar al funcionario público denominado glosador de cuentas públicas.

A su vez, en el año de 1825, se encuentra la primera manifestación, con el establecimiento de una junta de policía en cada uno de los ocho catones en que se dividía políticamente el Estado. A dicha junta se le confirió el cargo de examinar y glosar las cuentas de los 123 ayuntamientos existentes en esa etapa de nuestra historia particular. 

En lo referente al manejo de los fondos públicos, el 17 de mayo de 1830, el Congreso de Jalisco expide el decreto 316, bajo el cual se crea una Contaduría para glosar las cuentas de los ramos de la hacienda pública. 

Esta situación se modifica mediante el decreto 387, de fecha 27 de abril de 1831, por el cual el Congreso de Jalisco establece la Contaduría, la Dirección General para la Dirección de las Rentas y Glosa de las cuentas públicas del Estado. En dicho decreto se establecía entre las atribuciones del Contador Director General, la de “…examinar las cuentas de la tesorería general y formar el presupuesto general de los gastos que debe erogar el Estado en el siguiente año”.

En este marco de constante evolución, el decreto 429, se refiere a sobre la aclaración del diverso decreto 387, que hace referencia a la Contaduría con relación a quejas hechas contra funcionarios.

Durante los siguientes 56 años, el país sufre los embates más variados que ponían en entredicho su vida como joven nación independiente.

Con posterioridad, se expide el proyecto de ley para reglamentar la oficina general de glosa en el año de 1887, donde aparece incluida de nuevo la Contaduría pero ahora con el nombre de “Oficina de Glosa”, según decreto 260 de fecha 1° de octubre de 1887.

Mediante el decreto 484, expedido en el año de 1891, en el cual éstas tareas son presentadas por una iniciativa de la Contaduría Mayor de Hacienda a las reformas laborables de esa oficina. Bajo este mismo decreto de fecha 13 de mayo de 1891, es cuando se adopta el nombre actual de Contaduría Mayor de Hacienda y el 24 del mismo mes y año, se expide el Reglamento económico para las labores de la propia Contaduría Mayor de Hacienda del Estado de Jalisco y mediante decreto 484 se da a conocer la plantilla de empleados de la misma.

Posteriormente, en decreto 606, promulgado cuando era gobernador del estado el C. Luis del Carmen Curiel, con fecha 1° de abril de 1893, que indica que la Contaduría Mayor de Hacienda dependerá del Poder Legislativo, como subalterna inmediatamente de la Comisión Inspectora de la Cámara. Como parte de estos cambios, se presenta la solicitud para que los empleados trabajen por la tarde en las oficinas de la Contaduría Mayor de Hacienda en 1893.

Con base en estos antecedentes, la Contaduría Mayor de Hacienda se rigió durante 75 años  (1897-1972)

El 12 de octubre de 1972, bajo el número de decreto 8844, se expide la LEY ORGANICA DE LA CONTADURIA MAYOR DE HACIENDA, y el 15 de ese mismo mes se formula el REGLAMENTO de la Ley Orgánica de al Contaduría Mayor de Hacienda.

Posteriormente bajo el decreto 14205 de fecha 9 de abril de 1991, se deroga la ley Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda y su Reglamento.

En vista de lo anterior, mediante decreto número 14389, de fecha 19 de noviembre de 1991, mismo que se publicó el 3 de diciembre de dicho año, entra en vigor el actual Reglamento Interno de la Contaduría Mayor de Hacienda. Dicho ordenamiento legal, por decreto 16470, de fecha 28 de diciembre de 1996, se reforma y adiciona a los artículos 14 y 15, para incluirse normas relativas a las formas valoradas.
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Si bien, debemos reconocer que nuestro país ha sido precursor de numerosos adelantos en materia de fiscalización pública y que cuenta con una tradición histórica en el desarrollo de una instancia de fiscalización superior, también lo es, que existen hoy día importantes limitaciones y nuevas exigencias en esta materia.

Algunas de ellas, parten de la propia naturaleza del órgano técnico; de las nuevas responsabilidades del estado que requieren atribuciones expresas de fiscalización superior; de la mayor oportunidad que se exige a los órganos de control; de las tendencias modernas que han ampliado el ámbito  de la supervisión mas allá de la verificación del apego a la normatividad y a las técnicas contables, por parte de las unidades o entidades administrativas y de los servidores públicos y, finalmente, de la necesidad de una mejor articulación entre la referida fiscalización superior de índole externa que enfatiza la función correctiva y el de carácter interno, que por su naturaleza se dirige principalmente a las acciones preventivas.

En este sentido, es importante destacar que en los foros realizados, se hizo una madura y crítica reflexión por parte de la sociedad, de aquellos aspectos que permitan corregir las debilidades que se perciben en el actual sistema de fiscalización, a fin de convertirlo en un auténtico órgano o entidad de auditoría superior, dotado de autonomía técnica y de gestión, imparcial en sus decisiones, accesible y reconocido por la ciudadanía.

De la misma manera, para alcanzar su objeto, se presentaron diversas propuestas sobre la conveniencia de garantizarle su plena independencia respecto del ente fiscalizado, darle protección jurídica frente a eventuales interferencias, u orientaciones partidista de toda persona o corporación, sin que de ninguna manera se deba entender que la autonomía de gestión suponga una autarquía, sino que por el contrario implique la sujeción de dicho órgano técnico a la constitución y a la ley.

Durante los referidos foros, escuchamos con toda razón, que para obtener la confianza de la sociedad en el órgano de fiscalización superior, ésta requiere de procesos transparentes de auditoría, así como de una objetiva e imparcial selección de su titular que atienda a criterios de  independencia, imparcialidad y prestigio profesional, para lo cual se debe hacer una convocatoria por parte del Congreso, con la finalidad de que la sociedad en general presente propuestas de personas para que de entre ellas, se elija a la más idónea, mediante votación calificada de los diputados presentes.

A su vez, también se recibieron propuestas en el sentido de que es indispensable que los servidores públicos que presten sus servicios en el órgano de fiscalización superior, se sujeten a un código de comportamiento ético, en la inteligencia que sería conveniente el que para la incorporación de los propios servidores se formule una convocatoria pública, de tal manera que sólo ingresen quienes demuestren tener los conocimientos profesionales adecuados de tal manera que gradualmente se privilegie el servicio civil de carrera.

No menos importante, son las aportaciones para que exista un sistema de medios de impugnación que permita a los servidores públicos involucrados, evitar arbitrariedades y posibles actuaciones subjetivas del órgano de fiscalización superior. 

México y nuestro estado no es la excepción, se encuentran inmersos en un profundo proceso de transformación de sus estructuras sociales, políticas, económicas y culturales. 

Es así, que hoy la sociedad jalisciense esta mejor comunicada, mas informada, mas politizada y mejor preparada, por tanto, es mas crítica. Como consecuencia de esta rápida evolución, en poco mas de una década, su visión sobre dichos aspectos, se ha modificado sustancialmente.


En este tenor y vinculando dicho fenómeno con las instituciones públicas, vemos que éstas, ante la sociedad moderna, han sufrido un fuerte deterioro de su imagen, debido a que su actuación no ha estado cercana a la ética colectiva y por ende han perdido credibilidad. La evolución de la sociedad, ha sido mucho, pero mucho más rápida, que la experimentada por las instituciones públicas. 

La visión que la sociedad jalisciense tiene de las instituciones públicas es aun más crítica, cuando se trata de dependencias que tienen la delicada función de garantizarle que el destino de sus tributaciones sea eficiente, oportuno, transparente y honesto. Este es el caso de la entidad de fiscalización superior.


Es importante fortalecer al Poder Legislativo en su función de Fiscalización superior, mediante la reforma y adición de la Constitución Política del Estado de Jalisco y expedición de una nueva ley que regule tan importante actividad con objeto de ampliar su capacidad legal, contable, técnica, operativa, administrativa y financiera.


Las dimensiones históricas y económicas de esta lucha, justifican que se tenga que recurrir al constituyente permanente del estado, para evitar que se distraigan o dilapiden los recursos públicos, a la vez de permitir y facilitar su recuperación, a fin de cumplir de la mejor forma posible, los imperativos constitucionales que exigen el establecimiento y vigencia de normas conducentes a sancionar a los servidores públicos que incurran en responsabilidad política, penal, administrativa o civil y a los terceros que participen en los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, imparcialidad y eficiencia que se deben observar, en la planeación, programación organización, ejecución y control de la capacitación y aplicación de los ingresos y egresos públicos.

La enorme cantidad de datos básicos de información y análisis que se captan en las revisiones y auditorias contables, operacionales, administrativas, técnicas, financieras y legales deben corresponderse con atribuciones y recursos que permitan mejor la eficiencia y efectividad de estas tareas, a la vez que motivar y fundamentar las revisiones, informes, auditorias, pliegos de observaciones y dictámenes que se elaboran, para que sin demérito de las garantías de audiencia, defensa, legalidad y seguridad jurídica, de los servidores públicos, involucrados en las auditorias se puedan rectificar los desvíos, recuperar fondos y deslindar las responsabilidades que resulten, sin deficiencias ni finiquitos que se traduzcan en atenuantes o excluyentes que equivocadamente beneficien a fin de resarcir a la hacienda pública y ser sujetos de las penas o sanciones que les correspondan.

En la actualidad la Constitución Política de Jalisco simplemente cita, pero no establece expresamente a la Contaduría Mayor de Hacienda, como el órgano técnico del H. Congreso del Estado, que tiene a su cargo la normatividad y operatividad en la materia, por lo que vienen a ser la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado y el Reglamento Interior de la Contaduría Mayor de Hacienda, quienes las suplen con demérito de su carácter de autoridad, a la vez que de su autonomía y atribuciones, ya que al dejarse éstas al nivel de leyes secundarias o reglamentarias la privan de importancia y limitan sus funciones en provecho de quienes mediante actos u omisiones desleales causan detrimento al erario público.


La iniciativa que se somete a la Asamblea del Congreso para crear la “Auditoria Superior del Estado”, que es el nombre que se propone para el nuevo ente de fiscalización superior, se funda en lo dispuesto por los artículos 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 14 de la Constitución Política de Jalisco, que en esencia establecen que el poder público se divide para su ejercicio en Legislativo, Ejecutivo y Judicial. 

En ese orden de ideas, tenemos que conforme a nuestro sistema constitucional de división de poderes, se ha atribuido al Poder Legislativo Local la facultad de autorizar, mediante disposiciones de carácter general, los ingresos y los gastos de la gestión pública, así como la función de revisar el ejercicio de tal atribución. Corresponde por lo tanto, al citado Poder Legislativo Local, examinar si los gastos hechos y las percepciones obtenidas por los gobiernos estatales y municipales se ajustan a los preceptos legales que fundamentan su ejercicio, comprobando la exactitud y justificación en lo que genéricamente se denomina cuenta pública.

La facultad revisora se otorga al pueblo, quien la ejerce en un sistema representativo como el nuestro a través de las funciones que desempeñan sus representantes en este caso, por el Congreso del Estado  de Jalisco, institución soberana que deberá constatar el apego a las disposiciones normativas aplicables en la captación de ingresos y el ejercicio del gasto público, incorporándose mediante la propuesta de reforma constitucional, la evaluación de la economía, eficiencia y efectividad de las acciones de los gobiernos estatales y municipales, así como de sus entes públicos.



En congruencia con los tiempos políticos y económicos que vive el país, la iniciativa de decreto de reforma constitucional que sometemos a la Asamblea, transforma a la Contaduría Mayor de Hacienda del Estado de Jalisco, en la Auditoría Superior del propio estado, en su calidad de Entidad de Fiscalización Superior, como órgano técnico auxiliar del Poder Legislativo, dotado de autonomía constitucional, atribuciones y recursos humanos, técnicos, materiales y financieros indispensables para verificar e informar con oportunidad a la ciudadanía, respecto de la fiabilidad de la rendición de las cuentas públicas y la medida en que los programas y acciones gubernamentales cumplen con su cometido social, así como también, de las irregularidades y la falta de probidad o transparencia de la gestión pública.

Para todo ello, se deben tomar en cuenta como requisitos indispensables de la Auditoría Superior de Jalisco, los principios siguientes: 


a).- Salvaguardar la autonomía técnica, operativa, administrativa y financiera de la institución como responsable de la fiscalización superior. 


b).- Ejercer el control externo del Poder Legislativo, por conducto de su órgano técnico. “ex post”, es decir en forma posterior al ejercicio presupuestal de los Poderes Legislativo, Ejecutivo y del Poder Judicial, así como de los municipios salvo excepciones que se determinan en la ley. 


c).- Designar al titular de la Auditoría Superior del Estado con estricta independencia de consideraciones política, salvaguardando de un lado a la imparcialidad de la Auditoría Superior, y de otro lado el principio de inamovilidad, que deberá darse por medio de periodos diferentes a los cambios del Poder Ejecutivo y del Propio Legislativo. 


d).- Fortalecer la potestad jurídica de fiscalizar las actividades y determinar la adopción de medidas correctivas que afecten a los órganos de los poderes del Estado, municipios y entes públicos que de ellos dependan. 


e).- Salvaguardar la autonomía para la designación y nombramiento de los servidores públicos que formen parte de la Auditoría Superior de Jalisco, con la finalidad de proteger la independencia operativa de las presiones ejercidas por las entidades susceptibles de revisión y de los grupos parlamentarios del H. Congreso del Estado, a fin de evitar que se coarte la práctica y los hallazgos de las auditorías; además de suprimirse el régimen de excepción a que están sujetos actualmente, conforme al cual se puede libremente por la legislatura.


f).- Garantizar que la designación del titular de la Auditoría Superior de Jalisco sea responsabilidad de la Asamblea Legislativa, mediante votación por mayoría absoluta, previa convocatoria pública a las instituciones de educación superior, colegios de profesionales y ciudadanía en general, para evitar que la revisión técnica que realiza el órgano fiscalizador sea objeto de disputa política.

g).- Conservar la inamovilidad del Auditor Superior durante su periodo de actuación para que al estar garantizada por la ley se le permita la continuidad de su gestión y ejecución de sus programas de trabajo, así como su independencia y autonomía operativa, como una forma de servicio civil de carrera.


h).- Autorizar la utilización de auditorías externas, con el objeto de ampliar la capacidad de revisión y redistribuir las cargas de trabajo.


i).- Permitirle una responsable y adecuada difusión de los resultados de la fiscalización, una vez notificada la entidad auditada mediante informes de la propia entidad de fiscalización superior a la opinión pública.


Así tenemos que en la fracción IV del artículo 35 de la Constitución Política del Estado de Jalisco, se establece como facultad del Congreso examinar las cuentas públicas que deben presentarle el gobierno del estado y los municipios.


Por otra parte, el artículo 141 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Jalisco, dispone que es facultad del Congreso del Estado, vigilar por medio de la Comisión de Inspección a la Contaduría Mayor de Hacienda el desempeño de las funciones del propio órgano técnico, cuyo numeral entre otros, debe ser objeto igualmente de reformas para adaptarse a la que ahora se propone en la Constitución. 


En este sentido, la autonomía que ésta iniciativa pretende otorgar a la Auditoría Superior del Estado, hace necesaria la modificación tanto de la referida fracción IV cuanto de la XXV y XXXI, todas del referido artículo 35 de la Constitución Política del Estado de Jalisco. 


Los cambios fundamentales, a que se hace referencia en las fracciones IV y XXV del artículo 35 de la Constitución Local se enfocan entre otros aspectos, a la autonomía de la entidad para decidir sobre su organización interna y los alcances de su función; a su autonomía técnica, que le permitirá participar en proyectos para normar el control de los procesos del Estado, a su ampliar labor de análisis de información adicional a la cuenta pública; así como a la planeación de plazos más cortos en las etapas de revisión para lograr resultados correctivos más oportunos.


La autonomía de gestión significa que el titular tendrá toda la libertad, pero también la responsabilidad para determinar los recursos internos necesarios de la entidad, tanto humanos como materiales y consecuentemente presupuestales, a fin de elevar la profundidad, la calidad y por supuesto, la utilidad de sus intervenciones. La independencia requerida para planear y ejecutar sus verificaciones, sin atender a presiones de grupos o personas, con evidentes o velados fines partidistas, políticos o económicos, en proyectos de normatividad para la administración pública, le permitirá coordinarse con otras instancias de control para que su labor sea más objetiva, oportuna y eficaz.

Uno de los puntos a destacar en la reforma constitucional es el requerimiento de información previa al cierre de la presentación de la cuenta pública, que proporcionará que las auditorías y sus resultados serán oportunos y permitirán la promoción de un gobierno productivo y responsable orientado a procurar el bienestar y el desarrollo. La reducción de tiempos tanto para elaborar información, como para analizarla y en algunos casos, para cerrar revisiones, lo cual será posible si se aplican racionalmente los medios electrónicos tanto como las avanzadas técnicas de auditoría y análisis de los estados contables.

El control de los recursos públicos se ha institucionalizado. Es por ello que en la reforma constitucional que se propone, se incluyen a los tres poderes existentes en el ámbito estatal como parte de la tarea de la fiscalización, que correrá a cargo del nuevo órgano denominado Auditoría Superior, así como a los diferentes entes públicos de índole estatal o municipal, además de los propios ayuntamientos de los 124 municipios existentes en Jalisco. Ni estado ni sociedad renunciarán el día de mañana a una vigilancia más completa sobre la idoneidad, eficacia y rectitud de sus servidores; éstos, cualquiera que sea su nivel, deben responder sobre la correcta disposición de los fondos que se les confiaron, sin soberbia, con la sencillez de quien siente el servicio como vocación y respeta el derecho de la comunidad a fiscalizar y analizar la gestión de sus administradores.


Igualmente, dentro de la reforma propuesta, se contempla la facultad constitucional para que la Entidad de Fiscalización Superior de Jalisco, requiera de toda la información necesaria para constatar que los recursos públicos fueron aplicados para los fines previstos en el presupuesto.


En la reforma planteada, también se le otorgan a la Auditoría Superior de Jalisco, facultades para fincar responsabilidades cuando detecte irregularidades, desvío de recursos en perjuicio de la Hacienda Pública o beneficios ilegítimos obtenidos por servidores públicos en el ejercicio de sus atribuciones y complementariamente se da la posibilidad de que participe en la normatividad  de gestión donde se alienta a esta Auditoría Superior de Jalisco, para fortalecer los sistemas administrativos de los entes públicos y de sus órganos de control interno preventivo, mediante registros oportunos con actuaciones transparentes y revisiones a posterioridad lo más cercanas al cierre de cada operación o evento económico, la fiscalización será ejecutada en tiempo y forma de tal manera que sus resultados puedan influir, tanto en la instrumentación de acciones correctivas cuanto en la implementación de medidas preventivas y en caso de proceder sanciones, orientar su aplicación para lograr un efecto disuasivo o inhibidor de las conductas anómalas. 


Se destaca que la reforma constitucional propuesta, da carácter público al informe sobre el resultado de la revisión de la cuenta pública, una vez presentado al Congreso del Estado, lo que significa su libre difusión, como también la de los dictámenes sobre el cumplimiento de los objetivos comprometidos en los planes y programas aprobados tanto con lo ejercido. Se establece el plazo de presentación del informe de resultados en 6 meses en lo relativo a las cuentas públicas de los tres poderes y se incluirán en el mismo, las opiniones de los auditados, cuando así se considere necesario.


El esquema de control en todo nivel de la administración pública, preventivo, correctivo de desviaciones, o posterior a las operaciones; interno o externo; debe enfocarse, en todo momento a desalentar la corrupción.


Los avances en métodos de fiscalización que plantean los ámbitos federal y los contemplados en las legislaciones más avanzadas que sobre la materia se han expedido en estados como Veracruz, Zacatecas, entre otros y los actuales requerimientos de verificación de particulares características en el entorno mundial, son retos que deben enfrentarse y resolverse. Los tiempos venideros acelerarán cambios; se transformarán las actitudes hasta desaparecer el perfil de las actuales, pero la administración de recursos públicos seguirá siendo una necesidad, cuyas técnicas también tendrán que ajustarse a los cambios, a los nuevos objetivos y a las mayores dimensiones que afectan las labores del Estado.


Independientemente de las revisiones de los estados financieros de los poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial sobre la correcta aplicación de sus recursos, se propone que se incluyan dentro de la labor de verificación a los entes autónomos de índole estatal o municipal, como lo es el Consejo Electoral del Estado, la Comisión Estatal de Derechos Humanos, por solo citar algunos de ellos. 

Ahora bien, debe quedar claro que al igual que la institución creada en el ámbito federal, dicha pertenencia de la Auditoría Superior de Jalisco, no implica, en modo alguno, dependencia o subordinación al propio Congreso del Estado, por el contrario, lo que persigue es la existencia de un cuerpo fiscalizador vinculado orgánicamente con la representación popular jalisciense, pero dotado de plena autonomía de gestión respecto a su organización interior, se busca que la función revisora y fiscalizadora quede depositada originalmente en el Congreso y que ésta la realice a través de su entidad técnica y autónoma de auditoría superior.

Por otra parte, dados los antecedentes históricos que en nuestro sistema constitucional han existido, a partir del inicio de nuestra vida, institucional, cuanto en el análisis que se hizo a la forma como se reglamenta por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, cuanto en la mayoría de las constituciones locales existentes en las diferentes entidades federativas, en relación a los órganos de fiscalización superior, es conveniente que el titular de dicha entidad sea unipersonal y designado exclusivamente por el Congreso, por las razones que enseguida se precisan:

Primero.-  Las funciones que se pretenden asignar a la nueva entidad de fiscalización superior conllevan una serie de decisiones de carácter ejecutivo, que por lo tanto, requieren una decisión pronta, expedita y oportuna, objetivos que no se lograrían con un órgano colegiado, adicionalmente en el titular de la entidad se centralizará y concentrará, en su caso, la responsabilidad de un alto desempeño, en tanto que en un cuerpo colegiado se diluye dicha responsabilidad. 


Segundo.- Dentro de las circunstancias y condiciones políticas de nuestro Estado, de implementarse la integración colegiada de la entidad, se posibilita en gran medida que la designación de sus miembros se haga en proporciones de representatividad partidista, perdiendo con esto la esencia de la función de la entidad y la posibilidad de designar a la persona con mayor idoneidad para desempeñar el cargo.


Tercero.- Históricamente la titularidad de la hasta hoy Contaduría Mayor de Hacienda ha sido unipersonal y no colegiada.


Cuarto.- Los estudios de derecho comparado tanto a nivel federal cuanto en otras entidades federativas realizados hasta nuestros días, expresan que en el mayor número de estados predomina el titular unipersonal sobre el colegiado. (sobre este particular en nuestro país solo existe como único antecedente, el que en la legislación de la materia vigente en el Distrito Federal, el órgano de fiscalización superior está depositado en forma colegiada en 3 personas)


Quinto.- La vinculación predominante (de la entidad), al órgano legislativo del estado, que es la representación popular soberana por antonomasia, no permite la intervención del Ejecutivo Estatal en el nombramiento del titular de esta nueva entidad de fiscalización. 


Por cuanto a su denominación, para ser congruentes con la institución conformada en la Federación, consideramos pertinente que se denomine “Auditoria Superior del Estado” a la autoridad encargada de llevarla a cabo.


Se trata finalmente, mediante las modificaciones que se proponen, de  conferirle a la nueva entidad de fiscalización superior, un conjunto de funciones depositadas en una autoridad con autonomía de gestión imparcial, de índole técnico que permitan acreditar el recto y correcto ejercicio de los recursos públicos, ya sean federales, en caso de aportaciones provenientes de dicha instancia, estatales o municipales, para el desempeño de sus propias funciones sustantivas, o sea de aquellos manejados por los poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, los municipios o aún de los particulares (debe destacarse que en este último caso, la facultad revisora y fiscalizadora de la entidad de fiscalización no se extiende a cuestiones fiscales o tributarias, sino solamente a la verificación del manejo adecuado que sobre fondos o recursos públicos lleven a cabo los particulares).


En conclusión, en ente técnico de fiscalización, perteneciente al Estado estará encargado de revisar y fiscalizar a los poderes locales, los Entes Públicos de índole Estatal o Municipal, todas las personas, físicas y jurídicas, privadas o de carácter público, que manejen recursos públicos.


En otro orden de ideas, la naturaleza y la trascendencia de las funciones de la Auditoría Superior del Estado, hace indispensable dar una esfera de protección jurídica especial al titular de la entidad correspondiente, lo cual se logra no sólo con el procedimiento previsto para su designación sino también para su remoción, en caso de que ésta fuese necesaria a juicio de la sociedad o de sus representantes. Así como de que en su caso de denuncias penales se debe observar la declaración de procedencia así como el procedimiento de juicio político, regulados ambos por la Constitución de Jalisco es por ello, que la remoción del titular de la Entidad sólo procederá en los términos previstos en el artículo 35, fracción XXV de la Constitución Política Local, cuya modificación se propone. 

Por otra parte, es importante destacar que la función de fiscalización superior prevista en nuestra Constitución Local, comprenda la verificación de programas que se darán dentro del marco normativo correspondiente, como auditoría de desempeño, eficiencia y eficacia economía, incluyendo también la auditoría de legalidad y cumplimiento. La inclusión de estas nuevas atribuciones dentro del ámbito de la función de fiscalización superior traerá consigo una variedad de beneficios, tales como la facultad de verificar y revisar no sólo los ingresos y egresos al compararlos con lo presupuestado, sino también el desarrollo y el cumplimiento de los programas, para cuya ejecución se justifican tales erogaciones; así mismo, la posibilidad de medir la eficiencia y la eficacia en el uso de recursos económicos que garantizará que éstos se apliquen de manera óptima y de modo que efectiva y puntualmente contribuyan a satisfacer las necesidades de la población.


Destaca la propuesta de ésta iniciativa de otorgar facultades a la Auditoría Superior del Estado, no sólo para fiscalizar en forma posterior los ingresos, los egresos, el manejo y la aplicación de todos los recursos públicos, sino también para requerir de manera excepcional, revisiones durante el ejercicio en curso, siempre que se trate de situaciones extraordinarias en aquellos casos señalados por la ley.

El ejercicio de esta facultad de verificación se realizará a partir del informe semestral que se rinda por parte del ente fiscalizado, que como innovación se incorpora o bien por circunstancias extraordinarias, como las aludidas en el párrafo anterior. En estos casos, la Entidad de Fiscalización Superior podrá requerir a las entidades fiscalizadas que procedan a la revisión de aquel o aquellos conceptos o situaciones que la entidad fiscalizadora considere pertinentes. Si esos requerimientos no fueren atendidos en los plazos y formas señalados por la ley, podrá darse lugar al fincamiento de las responsabilidades que correspondan. 

Igualmente, es importante señalar que se propone elevar a rango constitucional la facultad de la Auditoría Superior del Estado para investigar los actos u omisiones que impliquen alguna irregularidad o conducta ilícita en el manejo, gasto, y aplicación de fondos y recursos que se entreguen a los Entes auditados, así como efectuar visitas domiciliarias, únicamente para exigir la exhibición de los libros y documentos especiales indispensables para la realización de sus investigaciones, además de la facultad de determinar daños y perjuicios que afecten a la hacienda pública o al patrimonio de las entidades públicas estatales y municipales. 

Sobre este último punto, la entidad en nuestro estado también tendrá la facultad de promover responsabilidades administrativas ante las autoridades competentes y en los términos que señale la ley.

III.- MODIFICACIONES  Y  ADICIONES

Se propone modificar y adicionar las fracciones IV, XXV y XXXI, todas del artículo 35 de la Constitución Política del Estado de Jalisco, que alude a las atribuciones del Congreso Local, con la finalidad de establecer la base constitucional que permita al Congreso de Jalisco, fijar las atribuciones de la nueva entidad de fiscalización superior, que se propone denominar  “La Auditoría Superior de Jalisco”, los requisitos y el procedimiento para la designación de su titular y las facultades del mismo. En especial para señalar que la tarea de la fiscalización superior comprende a los poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial del estado, así como a los entes públicos de índole estatal  y municipal y a cualquier persona jurídica o física que reciba ingresos subsidios del erario público.


No escapa a nuestra consideración, el que sería conveniente por razones de técnica legislativa el que se incluyera en un precepto expreso las atribuciones de la nueva entidad de fiscalización superior empero, para evitar el tener que hacerse infinidad de cambios en el articulado actual, se optó por incorporarles dentro del propio artículo 35 que trata de las atribuciones del Congreso, sin que ello demerite formalmente la autonomía que se propone para la Auditoría Superior del Estado.


Por lo antes expuesto, con base en las 123 propuestas formuladas en los foros de consulta pública convocados para tal efecto, se somete a su respetable consideración, la siguiente: 
INICIATIVA DE DECRETO QUE REFORMA Y ADICIONA LAS FRACCIONES IV, XXV Y XXXI, TODAS DEL ARTICULO 35, DE LA CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO DE JALISCO. 
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